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En el Informe Jurídico se analiza un expediente administrativo tramitado ante el 

Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y de la Protección de la 

Propiedad Intelectual (INDECOPI), específicamente ante la Comisión de 

Protección al Consumidor Nº 02, presentado por la Sra. Ana Aydee Durand 

Medrano en contra de la Empresa Menorca Inversiones S.A.C, con quien había 

firmado un Contrato de Compraventa por un inmueble, por supuestamente haber 

infringido el Deber de Idoneidad, esto es, los artículos 18º y 19º del Código de 

Protección y Defensa del Consumidor, al haberle pretendido cobrar los intereses 

por el período de gracia comprendidos entre el lapso de tiempo de la suscripción 

del Compromiso de Compraventa y el pago del saldo del precio de venta, así 

como el haber incluido, sin su consentimiento, la Cláusula Tercera punto 3.1.1, 

referida a la solicitud que habría presentado la consumidora respecto a la forma 

de pago del saldo restante entre el lapso de tiempo de la suscripción del 

Compromiso de Compraventa y el pago del saldo del precio de venta. 

El expediente analizado contiene materias jurídicas relevantes como los 

conceptos de consumidor, proveedor y relación de consumo, los deberes de 

información e idoneidad, los presupuestos para el procedencia de las medidas 

cautelares, la carga de la prueba, entre otros. 

La Comisión de Protección al Consumidor Nº 02, declaró Fundada la denuncia. 

La Sala Especializada de Protección al Consumidor, revocó la resolución de la 

Comisión, declarándola Infundada. 
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I. RELACIÓN DE LOS HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR LAS 

PARTES INTERVINIENTES EN EL PROCEDIMIENTO 
 

Síntesis de la Denuncia 

 

La Señora Ana Aydee Durand Medrano, en adelante la Sra. Durand, 

mediante escrito de fecha 29 de septiembre de 2017, interpuso denuncia 

contra Menorca Inversiones S.A.C. por haber supuestamente vulnerado los 

principios señalados en los incisos 2, 3 y 5 del artículo V del Código de 

Protección y Defensa del Consumidor, así como haber infringido los artículos 

1º numeral 1.1 literales b, i y k, 2º numerales 2.1 y 2.2, 3º y 4º numerales 4.1 

y 4.2 del Código acotado. 

 

1. FUNDAMENTOS DE HECHO 
 

a) Con fecha 14 de junio de 2015 la Sra. Durand separó un inmueble a 

Menorca Inversiones S.A.C, en adelante Menorca, por la suma de 

cincuenta soles (S/. 50.00), habiéndosele entregado en dicha 

oportunidad los formatos de venta y dos formas de financiamiento, 

las cuales trataban: a) Del pago de la cuota inicial y financiamiento 

del saldo de cuotas que elija; y, b) Del Financiamiento de la cuota 

inicial sin intereses hasta un periodo de seis meses, luego del cual 

se empezaba a pagar las cuotas del resto del precio de venta; siendo 

ello así, la denunciante opto por el pago del integro de la cuota inicial, 

pagando la suma de US$ 9,807.00 más US$ 833.00 por gastos 

administrativos, eligiendo pagar el saldo del precio de venta a partir 

del 01 de febrero de 2016, generándose un periodo de gracia que 

supuestamente no generaba ningún interés. 

 

b) Con fecha 17 de junio de 2015, la Sra. Durand firmó el Compromiso 

de Compraventa Nº CCLC928 – Proyecto Las Cascadas, a fin de 

adquirir un terreno ubicado en el Lote 18, Mz. D-3 con un área de 

120 m2, el mismo que se encuentra dentro del Proyecto denominado 

“San Antonio de Carabayllo 7” en el distrito de Carabayllo, provincia 

de Lima, por la suma de US$ 39,228.00, el cual está dividido en la 

cuota inicial de US$ US$ 9,807.00 y las 84 letras c/u de US$ 685.94. 

 

c) Con fecha 19 de octubre de 2016 la Sra. Durand suscribió el 

Contrato de Compraventa Garantizada Nº CLC928, supuestamente 

en los mismos términos y condiciones que el compromiso de 

compraventa, habiendo cancelado hasta dicha fecha nueve cuotas; 

sin embargo, con fecha 26 de junio de 2017 al solicitar el estado de 

cuenta, con la finalidad de cancelar el saldo deudor y con ello se le 

reduzca los intereses por razón del financiamiento, observó que 
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había un saldo de interés de US$ 2,421.38 del periodo de gracia que 

no correspondía y que no se le había informado. Asimismo, observo 

que en la cláusula tercera, inc. 3.1.1 Punto IV del Contrato de 

Compraventa, en el apartado de los pagos financiados, Menorca 

incluyo que ambas partes habían declarado y reconocido 

irrevocablemente que la denunciada había solicitado oportunamente 

a Menorca, la concesión de facilidades para el pago en armadas y 

sin intereses de la cuota inicial y/o para el inicio del pago del Saldo 

del precio de venta, lo cual generó un periodo de gracia durante el 

tiempo comprendido entre la fecha de suscripción del compromiso y 

la fecha del primer pago del Saldo del Precio de Venta; cláusula que 

la denunciante señala no era cierta, en tanto que no solicitó el pago 

en armadas, porque había pagado al contado la cuota inicial. 

 

d) Con fecha 25 de julio de 2017 la Sra. Durand presentó una Carta 

Notarial a Menorca, poniéndole en conocimiento que no se le había 

informado del pago de intereses por el periodo de gracia; sin 

embargo, el representante de Menorca contestó señalando que no 

llegarían a un acuerdo, remitiéndole una carta notarial a mediados 

de septiembre de 2017. 

 

Por las razones expuestas, la denunciante solicitó a la Comisión de 

Protección al Consumidor: (i) la reestructuración del precio de venta para 

que no se complete los intereses de pago del periodo de gracia; (ii) no se 

le cobre los intereses del período de gracia; (iii) la devolución de los 

intereses cobrados; (iv) la congelación de las cuotas mensuales e 

intereses; (v) el pago del saldo sin el pago de intereses por período de 

gracia; y, (vi) el pago de las costas y costos del procedimiento. 

 

2. MEDIOS PROBATORIOS 

 

a) Copia del formato de propaganda de Menorca de la venta de lotes 

en la Urbanización Las Cascadas de San Antonio Tercera Etapa. 

b) Copia del Formato impreso otorgado por el vendedor Bratzo 

Posovac en la que se indica el pago financiado de la cuota inicial sin 

interés. 

c) Copia de la Solicitud de Financiamiento Nº 000486 de fecha 17 de 

junio de 2015. 

d) Copia de los 02 Depósitos a cuenta corriente USD de fecha 17 de 

junio de 2015, a nombre de Menorca Inversiones SAC, por el importe 

de $ 9,807.00 y otro por $ 833.20. 

e) Cronograma de Pagos de fecha 17 de junio de 2015, emitido por 

Menorca Inversiones S.A.C. 
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f) Copia Legalizada del Compromiso de Venta Nº CLC928 del 17 de 

junio del 2015 y el Anexo Nº 01. 

g) Copia del Contrato de Compraventa Garantizada Nº CLC928 de 

fecha 19 de octubre de 2016. 

h) Copia del Estado de Cuenta de fecha 26 de junio de 2017. 

i) Carta Notarial de fecha 24 de julio de 2017 dirigida a Menorca 

Inversiones SAC. 

j) Carta Notarial de Menorca Inversiones SAC de fecha 24 de agosto 

de 2017. 

 

3. FUNDAMENTO JURÍDICO 

 

- Incisos 2, 3 y 5 del artículo V del Título Preliminar del Código de 

Protección y Defensa del Consumidor, referidos a los principios Pro 

Consumidor, de Transparencia y de Buena Fe. 

 
- Literales b, i y k del numeral 1.1 del artículo 1º del Código de 

Protección y Defensa del Consumidor, referidos a los derechos del 
consumidor. 

 

- Numerales 2.1, 2.2 y 2.3 del artículo 2º del Código de Protección y 
Defensa del Consumidor, referidos a la información relevante. 

 

- Artículo 3º del Código de Protección y Defensa del Consumidor, a la 
prohibición de información falsa o que induzca a error al consumidor. 

 

- Numerales 4.1 y 4.2 del artículo 4º del Código de Protección y 
Defensa del Consumidor, referido a la información sobre la 
integridad del precio. 
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Síntesis de los Descargos 

 

Con fecha 23 de enero de 2018, Menorca Inversiones S.A.C, en adelante 

Menorca, se apersonó al procedimiento administrativo, representado por su 

apoderado Antonio Gaspar Almeida Briceño, y formuló sus descargos, 

solicitando a la Comisión que la denuncia interpuesta por la Señora Durand 

sea declarada Infundada. 
 

1. FUNDAMENTOS DE HECHO 

 

Menorca fundamenta su descargo, señalando lo siguiente: 

 

a) Que, el interés compensatorio, o retributivo, constituye la 

compensación a Menorca por el financiamiento efectuado a la 

denunciante, de conformidad al art. 1242º del Código Civil y de 

acuerdo a las mismas reglas del mercado. 

 

b) Que, la denunciante había sido debidamente informada del pago de 

los intereses, antes de la firma del Compromiso de Venta y a la firma 

del propio Compromiso; es así, que de los documentos adjuntados 

por la denunciante, se aprecia que en la Solicitud de Financiamiento 

Nº 000486 del 17 de junio de 2015, en donde se solicitó el 

fraccionamiento en 84 cuotas, se indicó como primer vencimiento de 

estas el 01 de febrero de 2016, calculándose en base a dicha 

solicitud el monto de las cuotas de $ 685.94 cada una, misma que 

se encuentra debidamente firmada por la denunciante. 

 

c) Que, al momento de ofrecer en venta bienes inmuebles, Menorca 

otorga facilidades para el pago del precio de venta, que son opciones 

a las que los clientes pueden decidir acceder o no, siendo aplicables 

las condiciones que correspondan; por lo que, desde el momento de 

otorgado el financiamiento a la demandante, habiendo realizado esta 

el primer pago y al haber un saldo de precio de venta, es que se 

generaron los intereses compensatorios, sin perjuicio del momento 

en que las cuotas empiecen a pagarse, no pudiendo la denunciante 

desconocer haber sido informada de manera clara, tanto en el 

Compromiso como en el Anexo Nº 01, que los intereses formaban 

parte integrante del mismo. 

 

d) Que, la denunciante al acogerse a la opción de empezar a cancelar 

sus cuotas de financiamiento del saldo de precio de venta luego de 

seis meses de suscrito el Compromiso, hace que el interés 

compensatorio generado durante ese período de tiempo se cobre al 

cliente dentro de las letras de cambio que se ha comprometido a 
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pagar, lo que quiere decir, que por el período de gracia pueden 

empezar a pagar luego de seis meses y además de ello (como 

facilidad adicional) de manera prorrateada en las cuotas 

correspondientes al saldo de precio de venta. 

 

e) Que, el Compromiso de Compraventa se hizo de acuerdo a la 

solicitud de financiamiento de la denunciante, conteniendo su firma 

en señal de aceptación de todos los términos y condiciones del 

mismo. 

 

f) Que, con fecha 19 de octubre de 2016 se suscribió el Contrato de 

Compraventa con la denunciante, ratificándose los términos y 

condiciones con los que se celebró el Compromiso, modificándose y 

agregándose algunos otros, bajo la conformidad de ambas partes; 

aclarándose con respecto a la cláusula tercera del Contrato que se 

trata de lo acordado desde el inicio, explicado de una manera más 

clara, siendo el mismo número de cuotas y el mismo monto de los 

intereses pactado con la denunciante. 

 

g) Que, la denunciante es una persona con capacidad de goce y de 

ejercicio, siendo su responsabilidad y diligencia la de leer los 

documentos que suscribió; por lo demás, la denunciante negoció y 

acordó los términos con los que se creó la relación contractual; es 

por ello,  que la admisión de la denuncia presentada ocho meses 

después de haber suscrito el contrato de compraventa, podría 

transformarse en un peligro para la seguridad, el tráfico jurídico y la 

buena fe contractual. 

 

2. FUNDAMENTO JURÍDICO 

 

- Artículo 140º del Código Civil, referido a la noción del Acto Jurídico 

y los elementos esenciales de este. 

 
- Artículo 141º del Código Civil, referido a la manifestación de 

voluntad. 

 

- Artículo 1362º del Código Civil, referido a la buena fe. 

 

- Artículo 162º de la Ley de Procedimiento Administrativo General, 

referido a la carga de la prueba. 

 

- Artículo 196º del Código Civil, referido a la carga de la prueba. 
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II. IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS 

JURÍDICOS DEL EXPEDIENTE 

 

Problema Jurídico 1:  

 

Al interponer la denuncia contra Menorca, aquel 29 de septiembre de 2017, 

la Sra. Durand, entre otros, solicitó, como medida cautelar, la congelación de 

los pagos (cuotas mensuales) e intereses hasta la resolución de la 

reclamación; fundamentando su pedido, de acuerdo a su escrito de 

noviembre de 2017, en el peligro en la demora en la emisión del 

pronunciamiento final, en razón a que, de no asegurarse dicha suspensión, 

esta podría devenir en perjudicial para su economía familiar al continuar 

pagando intereses sin poder cancelar el integro de la deuda total y al haber 

un posible incremento en los intereses al no pagar la cuota mensual; sin 

embargo, pese haber fundamentado su solicitud de congelamiento de los 

pagos e intereses, el Secretario Técnico en su Resolución de fecha 21 de 

diciembre de 2020, omitió pronunciarse respecto a la medida cautelar o 

transmitir dicha solicitud a la Comisión para su pronta respuesta. 

 

Sobre el particular, el especialista 2 de la Comisión de Protección al 

Consumidor, pese a tener conocimiento de la carta notarial de fecha 15 de 

marzo de 2018 con la cual Menorca había resuelto de pleno derecho el 

Contrato de Compraventa, con Resolución de fecha 05 de abril de 2018, 

señaló que la medida cautelar iba a ser resuelta oportunamente por la 

Comisión de Protección al Consumidor Nº 02; no obstante, la Comisión, 

mediante la Resolución Final Nº 1207 de fecha 01 de junio de 2018,  

determinó que carecía de objeto pronunciarse sobre dicha solicitud, bajo el 

fundamento de que, a través de dicho acto administrativo, ya se había 

emitido un pronunciamiento final sobre el fondo. 

 

En principio, la medida cautelar, como lo advierte Cassagne, es aquella 

garantía judicial “…que asegura en forma provisoria que el transcurso de 

tiempo que demanda la labor jurisdiccional no perjudique o agrave el 

menoscabo sufrido al derecho que le asiste a la parte…”1, en otras palabras, 

es aquel mecanismo destinado a evitar que un daño se torne en irreparable 

debido al tiempo que pueda tomar el procedimiento.  

 

En tal sentido, el art. 10º del Decreto Legislativo Nº 807 – Ley sobre 

Facultades, Normas y Organización de Indecopi, señala que las Comisiones 

de Indecopi podrán dictar medidas cautelares dirigidas a evitar un daño que 

                                                           
1 CASSAGNE, Ezequiel. “Las Medidas Cautelares contra la Administración”. Pág 2, Recuperado de: 
http://www.cassagne.com.ar/publicaciones/Las_medidas_cautelares_contra_la_Administracion,_en_Tr
atado_de_Derecho_Procesal_Adminsitrativo,_Director_Juan_Carlos_Cassagne,.pdf. Fecha de Visita: 17 
de septiembre de 2020. 

http://www.cassagne.com.ar/publicaciones/Las_medidas_cautelares_contra_la_Administracion,_en_Tratado_de_Derecho_Procesal_Adminsitrativo,_Director_Juan_Carlos_Cassagne,.pdf
http://www.cassagne.com.ar/publicaciones/Las_medidas_cautelares_contra_la_Administracion,_en_Tratado_de_Derecho_Procesal_Adminsitrativo,_Director_Juan_Carlos_Cassagne,.pdf
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se torne en irreparable, siempre y cuando exista verosimilitud de carácter 

ilegal de dicho daño y que la intervención preventiva sea necesaria para 

evitar que este daño se torne en irreparable; asimismo, el párrafo 1 del art. 

109º del Código de Protección y Defensa del Consumidor, señala que se 

puede dictar una o varias medidas cautelares con el fin de asegurar el 

cumplimiento de la decisión definitiva, además de ello, el párrafo 2 de la 

acotado artículo señala expresamente que “…en caso de existir peligro 

actual o inminente si es que no se adoptan las medidas cautelares 

correspondientes, el secretario técnico puede imponerlas, con cargo a dar 

cuenta inmediatamente a la comisión”. 

 

Como se puede advertir, el Secretario Técnico de la Comisión de Protección 

al Consumidor, al recibir la denuncia por parte de la Sra. Durand junto con la 

solicitud de congelación de los pagos e intereses hasta la resolución de la 

reclamación, hubiera podido, de acuerdo a la normativa arriba señalada, 

haber concedido provisionalmente la medida cautelar a la Sra. Durand a fin 

de salvaguardar sus derechos e intereses o en su defecto hubiera podido, 

una vez recibido el escrito de noviembre de 2017 de la Sra. Durand, haber 

remitido la solicitud a la Comisión para su pronunciamiento en un lapso de 

tiempo menor al del procedimiento principal. 

 

Siendo ello así, lo que deberá dilucidarse, como primera cuestión jurídica, es 

si la decisión de no pronunciarse respecto a la medida cautelar, tomada por 

el Secretario Técnico y posteriormente por la Comisión, resulta en arbitraria 

o no para la Sra. Durand, para lo cual se analizará si dicha solicitud cumplía 

con acreditar la verosimilitud del derecho invocado y si existía o no un peligro 

en la demora de la emisión del pronunciamiento final. 

 

Problema Jurídico 2: 

 

La Sra. Durand, en principio, con fecha 17 de junio de 2015 suscribió con 

Menorca el Compromiso de Compraventa Nº CCIC928, a fin de obtener un 

lote de 120 mtrs2 en el proyecto San Antonio de Carabayllo 7- LIMA, por el 

monto de US$ 39,228.00; sin embargo, durante dicha transacción, el 

vendedor de Menorca, al ofrecerle la opción de pagar el integro de la cuota 

inicial y comenzar a pagar el saldo del precio de venta a partir del 01 de 

febrero de 2016, no le habría informado que el periodo de gracia entre la 

firma del compromiso de compraventa y el primer pago del saldo del precio 

de venta, generaba intereses compensatorios, hecho que habría 

influenciado negativamente en su decisión de pago; razón por la cual, la Sra. 

Durand, termino denunciando a Menorca al haber infringido los artículos 1º 

numeral 1.1., literal b), 2º numerales 2.1 y 2.2. del Código de Protección y 

Defensa del Consumidor. 
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Es así, que el Secretario Técnico de la Comisión de Protección al 

Consumidor Nº 2, en su Resolución de fecha 21 de diciembre de 2017, al 

realizar el análisis respectivo para la admisión de la denuncia, señaló que los 

hechos debían analizarse no solo como una presunta infracción a los 

artículos arriba indicados, sino también por la presunta infracción al deber de 

idoneidad, debido a que el hecho involucraría una afectación a la expectativa 

de la denunciante, quien no habría encontrado una correspondencia entre lo 

que esperaba recibir y lo que realmente recibió; empero, la Comisión de 

Protección al Consumidor Nº 2, antes de emitir pronunciamiento sobre el 

fondo, señaló, como cuestión previa en la Resolución Final Nº 1207-

2018/CC2, que el hecho materia de controversia en el presente caso 

involucraría principalmente una afectación a la expectativa de la denunciante 

a quien se le habría pretendido cobrar los intereses por el periodo de gracia, 

razón por la cual iba a dejar de lado el análisis de los artículos 1º numeral 

1.1., literal b), 2º numerales 2.1 y 2.2. del Código de Protección y Defensa 

del Consumidor, centrándose en la infracción de los artículos 18º y 19 del 

acotado Código. 

 

Los artículos 1º numeral 1.1., literal b), 2º numerales 2.1 y 2.2. del Código de 

Protección y Defensa del Consumidor, como bien ha descrito la Comisión de 

Protección al Consumidor Nº 2 en su Resolución Final Nº 1207-2018/CC2, 

establecen que los consumidores tienen derecho a recibir de los proveedores 

toda la información relevante para que la decisión que estos adopten se 

realice sobre la base de un conocimiento integral de los alcances y 

limitaciones del bien o servicio que adquieren, así como para efectuar un uso 

o consumo adecuado de estos; asimismo, agrega, establecen el deber que 

tienen todos los proveedores de consignar en forma veraz, suficiente, 

apropiada y muy fácilmente accesible al consumidor o usuario, toda la 

información sobre los productos y servicios ofertados. 

 

En efecto, el Derecho a la Información del Consumidor exige que “…los 

bienes, productos y servicios que se encuentran a disposición de los 

consumidores y usuarios en el mercado deben incorporar, llevar consigo o 

permitir de manera cierta y objetiva, una información veraz, eficaz y eficiente 

respecto a sus características esenciales”2, de tal forma que los 

consumidores tengan la información necesaria para tomar una decisión de 

consumo adecuada con sus intereses. 

 

En el caso de la Idoneidad, el artículo 18º del Código de Protección y 

Defensa al Consumidor lo define como “…la correspondencia entre lo que 

                                                           
2 VILELA CARBAJAL, Jorge. “El Derecho a la Información en la Protección al Consumidor”. Especial 
Referencia a la Contratación Bancaria”. P. 3-4. Recuperado de: 
http://revistas.pucp.edu.pe/index.php/derechoysociedad/article/view/13335/13962. Fecha de Visita: 25 
de septiembre de 2020. 

http://revistas.pucp.edu.pe/index.php/derechoysociedad/article/view/13335/13962
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un consumidor espera y lo que efectivamente recibe, en función a lo que se 

le hubiera ofrecido, la publicidad e información transmitida, las condiciones 

y circunstancias de la transacción, las características y naturaleza del 

producto o servicio, el precio, entre otros factores, atendiendo a las 

circunstancias del caso”, en otras palabras, consiste “…en entregar el 

producto o brindar el servicio en función de lo que espera recibir el 

consumidor razonable, quien espera lo que sabe del producto en base a la 

información que tenía disponible”3. 

 

En tal sentido, si el Derecho a la Información se refiere al derecho que tiene 

todo Consumidor de obtener del proveedor información relevante para la 

toma de decisión y la Idoneidad se refiere a la expectativa que tiene el 

Consumidor de recibir los productos o servicios en las condiciones ofrecidas 

y acordadas, de acuerdo a la publicidad e información recibida por el 

Proveedor, porque la Comisión termino imputándole a Menorca la infracción 

al deber de Idoneidad, cuando lo que se denunció es la falta de información 

respecto al cobro de intereses por el periodo de gracia. 

 

Es por ello que, como segunda cuestión jurídica, se analizará si la Comisión 

de Protección al Consumidor tipificó correctamente la infracción imputada a 

Menorca, esto es, si efectivamente los hechos materia de controversia 

involucrarían una afectación a la expectativa de la Sra. Durand, quien no 

tenía conocimiento de que se le había estado cobrando intereses por el 

periodo de gracia. 

 

Problema Jurídico 3:  

 

La Comisión de Protección al Consumidor Nº 02, al fundamentar su 

Resolución Nº 1207-2018/CC2 en el extremo del cobro a la denunciante de 

los intereses por el período de gracia comprendido entre el lapso de la 

suscripción  del Compromiso de Compraventa y el pago del saldo del precio 

de venta, señaló, de acuerdo a los medios aportados por la denunciante, que 

se había comprobado que Menorca habría pretendido cobrarle a la Sra. 

Durand intereses por dicho periodo de gracia, pese a que no se le había 

comunicado de ello. 

 

Efectivamente, de los medios de prueba valorados en la resolución de la 

Comisión de Protección al Consumidor Nº 2, se puede corroborar lo 

siguiente: 

 

                                                           
3 CARBONELL O’BRIEN, Esteban. (2010). “Análisis al Código de Protección y Defensa del Consumidor”, 
Jurista Editores, 1ra Edición, Lima, p. 143. 
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a. Que, en la Solicitud de Financiamiento Nº 000486 del 17 de junio de 

2015 firmado por la Sra. Durand, que establece como propuesta de 

financiamiento el pago de US$ 9,807.00 como cuota inicial y la división 

del pago del saldo del precio de venta en 84 cuotas de US$ 685.94 por 

cada una, no hay referencia alguna al cobro de intereses por el periodo 

de gracia. 

 

b. Que, la cláusula sexta del Compromiso de Compraventa de fecha 17 de 

junio de 2015, en su párrafo 2, hace referencia a que “…a la venta le 

serán adicionados los intereses compensatorios adicionales, (…) así 

como los gastos administrativos aplicables a la operación…”, no 

haciendo alusión al pago de intereses por el periodo de gracia generado 

entre la suscripción del compromiso del compraventa y el pago del saldo 

de venta. 

 

c. Que, en el Anexo Nº 01 del Compromiso de Compraventa – Hoja de 

Resumen de la Operación, firmado por el Gerente General de Menorca 

y la Sra. Durand, apartado 2.7, solamente se señala, respecto a los 

intereses, que el “…monto total de intereses de financiación a la tasa de 

interés efectiva anual es de: 16.00%”, calculándose como valor de cuota 

a pagar el monto de US$ 685.94 por 84 cuotas; no haciéndose mención 

al cobro de intereses generados por el periodo de gracia. 

 

d. Que, en el numeral 3.1.1, apartado IV del Contrato de Compraventa de 

fecha 19 de octubre de 2016, firmado por el Gerente General de Menorca 

y la Sra. Durand, recién se incluye que durante el periodo de gracia “…el 

íntegro del Saldo del Precio de Venta generó intereses 

compensatorios…”. 

 

La Sala Especializada en Protección al Consumidor, por otro lado, mediante 

Resolución Nº 302-2019/SPC-INDECOPI de fecha 04 de febrero de 2019, 

revocó el extremo de la Resolución Final arriba señalada, argumentado, de 

acuerdo a los considerandos 12 y 13, que la Sra. Durand no presentó medio 

de prueba alguno que acredite que Menorca le había informado que el 

periodo de gracia no le generaba intereses, por el contrario, señala que se 

podía comprobar que la Sra. Durand conocía que el periodo de gracia 

generaba intereses compensatorios al haber firmado el contrato de 

compraventa, conforme lo indicaba la cláusula tercera, numeral 3.1.1, 

apartado IV. 

 
Como se puede ver, en el presente caso se tiene dos posiciones, la primera, 

señalada por la Comisión, en donde se advierte, de acuerdo a los medios 

probatorios aportados por la Sra. Durand, que no se le había informado del 

pago por concepto de interés por el periodo de gracia; y, el segundo, 
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señalado por la Sala Especializada de Protección al Consumidor, en donde 

se sostiene que la Sra. Durand no llego a probar que Menorca le había dicho 

que el periodo de gracia no generaba un intereses compensatorio. 

 

Sobre el particular , tal como lo señala Chang Tokushima, la primera carga 

de la prueba le “…corresponde al consumidor…”, por tal motivo, “…si el 

consumidor acreditó la falta de idoneidad (o cualquier otra infracción al 

Código), sería carga del proveedor acreditar que dicho defecto no le es 

imputable”4, debiendo demostrar la existencia de una causa objetiva, 

justificada y no previsible que configure el rompimiento del nexo causal; por 

consiguiente, para que la carga de la prueba se traslade al proveedor, el 

consumidor debe probar primero el defecto del bien o servicio adquirido, 

caso contrario no habría mérito, de acuerdo a lo señalado en el TUPA de 

Indecopi, para admitir a trámite la denuncia. 

 

En efecto, una vez que el consumidor pruebe el defecto del bien o servicio 

adquirido y se traslade la carga de la prueba al proveedor, este debe 

acreditar, si quiere ser exonerado de toda responsabilidad administrativa, de 

acuerdo al párrafo 2 del artículo 104º del Código de Protección y Defensa 

del Consumidor, la existencia de una causa objetiva, justificada y no 

previsible que configure ruptura del nexo causal por caso fortuito o fuerza 

mayor de hecho determinante de un tercero o de la imprudencia del propio 

consumidor afectado; caso contrario, el proveedor será responsable 

administrativamente, de acuerdo al párrafo 1 del acotado artículo “…por la 

falta de idoneidad o calidad, el riesgo injustificado o la omisión o defecto de 

información, o cualquier otra infracción a lo establecido en el presente 

Código y demás normas complementarias de protección al consumidor, 

sobre un producto o servicio determinado”. 

 

En tal sentido, como tercera cuestión jurídica, se deberá dilucidar si la Sra. 

Durand, a través de los documentos aportados, logró acreditar que en efecto 

no se le había informado del cobro de los intereses del periodo de gracia, 

para lo cual se analizarán los argumentos esbozados por Menorca, así como 

los fundamentos de la resolución emitida por la Sala Especializada de 

Protección al Consumidor. 

 

 

 

 

 

                                                           
4 CHANG TOKUSHIMA, Juan. (2012). “¡Compre Ahora! ¿Pruebe Después?: La carga de la prueba dentro de 
los procedimientos administrativos en materia de protección al consumidor”. Pags. 6 y 9. Recuperado de: 
http://revistas.pucp.edu.pe/index.php/iusetveritas/article/view/12030/12598. Fecha de Visita: 28 de 
septiembre de 2020. 

http://revistas.pucp.edu.pe/index.php/iusetveritas/article/view/12030/12598
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III. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES EMITIDAS 

Y LOS PROBLEMAS JURÍDICOS IDENTIFICADOS 

 

1. Resolución que le requiere información a la denunciante  

 

Al recepcionar la denuncia de la Sra. Durand el 29 de septiembre de 2020, 

el Secretario Técnico de la Comisión de Protección al Consumidor de Lima 

Norte, en mérito del artículo 122º del TUO de la Ley de Procedimiento 

Administrativo General y de los artículos 10º, 25º y 27º del Decreto 

Legislativo Nº 807 – Ley de Facultades, Normas y Organización de 

Indecopi, con fecha 17 de noviembre de 2017, emitió Resolución 

requiriendo a la Sra. Durand que cumpla, entre otro, con precisar, 

detalladamente, respecto a la solicitud de medida cautelar, lo siguiente: 

(a) acreditar la verosimilitud de su derecho invocado, (b) demostrar que 

existe un peligro en la demora de la emisión del pronunciamiento final, y, 

(c) señalar cual sería la medida adecuada para cautelar la decisión final. 

 

En efecto, como se expuso en el Problema Jurídico 1, de acuerdo al 

artículo 10º del Decreto Legislativo Nº 807 – Ley de Facultades, Normas 

y Organización de Indecopi, para que la medida cautelar proceda, 

primero, se debe acreditar la verosimilitud del carácter ilegal del daño, y 

segundo, demostrar que la intervención preventiva será necesaria para 

evitar que dicho daño se torne en irreparable. 

 

Sobre el primer presupuesto, los doctrinarios han señalado que un factor 

muy importante a la hora de imponer una medida cautelar, es que haya 

elementos suficientes que convenzan al órgano administrativo sobre la 

veracidad de la petición, esto es, en palabras de los especialistas Hugo 

Gómez Apac y Milagros Granados Mandujando, elementos de los cuales 

se pueda “…apreciar si existe una probabilidad bastante alta de que la 

petición del administrado será amparada en la resolución final”5, en pocas 

palabras, que les dé “…una probabilidad de certeza o (…) la posibilidad 

que la decisión final sea favorable al solicitante…”6. 

 

En cuanto al segundo presupuesto, traducido en el peligro en la demora, 

trata pues del daño que podría producirse o agravarse “…como 

                                                           
5 FIGUEROA, Edwin. GRANADOS, Milagros. GÓMEZ, Hugo. HERNANDO, Eduardo y TIRADO, José Antonio. 
(2015). “Preaceptum Nº 2”. Pág. 41. Recuperado de: 
https://repositorio.indecopi.gob.pe/bitstream/handle/11724/7738/826_827-
830_ECP_Praeceptum2.pdf?sequence=3&isAllowed=y. Fecha de Visita: 01 de octubre de 2020. 
6 RUIZ BAZAN, Edgar. (2018). “¿Es adecuado declarar la improcedencia de la asignación anticipada en los 
procesos de aumento de alimentos?”. Quaestio Iuris. V (6), 126-127. 
 

https://repositorio.indecopi.gob.pe/bitstream/handle/11724/7738/826_827-830_ECP_Praeceptum2.pdf?sequence=3&isAllowed=y
https://repositorio.indecopi.gob.pe/bitstream/handle/11724/7738/826_827-830_ECP_Praeceptum2.pdf?sequence=3&isAllowed=y
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consecuencia del transcurso del tiempo si la medida cautelar no fuera 

adoptada…”, pudiendo privar de “…eficacia a la resolución final que se 

emita en el procedimiento”7; en otras palabras, analiza el riesgo de que el 

daño, por razón del tiempo transcurrido desde el inicio del procedimiento 

hasta la resolución final, se pueda tornar en irreparable. 

 

A lo anteriormente expuesto, se debe agregar, de acuerdo a la normativa 

y doctrina peruana, un tercer presupuesto, el cual se denomina 

“Adecuación”,  que trata “…la necesidad de que se tomen decisiones en 

materia cautelar que sean congruentes y proporcionales con la pretensión 

que se discute en el proceso principal”8, de tal forma que, la decisión a 

adoptarse sea proporcional a la importancia y grado de afectación de los 

intereses de la solicitante. 

 

En tal sentido, considero que la resolución emitida por el Secretario 

Técnico, con la cual solicita información a la Sra. Durand, es acertada, en 

tanto que, del análisis de la denuncia, se observa que no se cumple con 

fundamentar y acreditar la verosimilitud del derecho, el peligro en la 

demora y la adecuación; centrándose únicamente en fundamentar las 

supuestas infracciones en las que habría incurrido Menorca. 

 

Análisis del escrito de cumplimiento del requerimiento de información, 

respecto a la medida cautelar, de la denunciante:  

 

La Sra. Durand en cumplimiento de lo dispuesto en la resolución arriba 

citada, mediante escrito de noviembre de 2017, preciso, respecto a la 

medida cautelar, lo siguiente: 2.1. Que, se acredita la verosimilitud del 

derecho invocado, debido a que en el presente proceso se busca el 

cumplimiento de la oferta de la venta de un inmueble, al variarse los 

acuerdos del compromiso de compraventa en el posterior contrato, 

conforme lo acredita con los documentos presentados con la solicitud de 

reclamación; 2.2. Que, existe peligro en la demora en la emisión del 

pronunciamiento final, en tanto que de no asegurarse la suspensión del 

pago, esta podría llegar a ser perjudicial para la economía familiar, puesto 

que, al pasar el tiempo estaría pagando intereses, no pudiendo pagar el 

íntegro de la deuda total, porque contiene los intereses de la cuota inicial, 

además, indica que de no pagar la mensualidad, la denunciada 

incrementaría los intereses, siendo muy oneroso el pago de la obligación; 

                                                           
7 FIGUEROA, Edwin. GRANADOS, Milagros. GÓMEZ, Hugo. HERNANDO, Eduardo y TIRADO, José Antonio. 
“Preaceptum Nº 2”. Pág. 43. Recuperado de: 
https://repositorio.indecopi.gob.pe/bitstream/handle/11724/7738/826_827-
830_ECP_Praeceptum2.pdf?sequence=3&isAllowed=y. Fecha de Visita: 01 de octubre de 2020. 
8 RUIZ BAZAN, Edgar. (2018). “¿Es adecuado declarar la improcedencia de la asignación anticipada en los 
procesos de aumento de alimentos?”. Quaestio Iuris. V (6), 127. 

https://repositorio.indecopi.gob.pe/bitstream/handle/11724/7738/826_827-830_ECP_Praeceptum2.pdf?sequence=3&isAllowed=y
https://repositorio.indecopi.gob.pe/bitstream/handle/11724/7738/826_827-830_ECP_Praeceptum2.pdf?sequence=3&isAllowed=y
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y, 2.3. Que, solicita como medida cautelar, la suspensión del pago, hasta 

que se resuelva la reclamación administrativa. 

 

Respecto a la verosimilitud del derecho, considero que la Sra. Durand no 

ha logrado probar este presupuesto, en tanto que, de los medios 

probatorios recabados, se tiene que Menorca aparentemente ha cumplido 

con lo ofertado, no habiéndole cobrado ningún montó extra al ya pactado, 

como se puede apreciar en las propuestas de financiamiento (fojas 12 y 

13), la Solicitud de Financiamiento Nº 000486 del 17 de junio de 2015 

(fojas 16), la Constancia de Reserva Nº 001263 (fojas 17), el Anexo Nº 01 

del Compromiso de Compraventa (fojas 28), el cronograma de pagos 

(fojas 19) y en la Cláusula Tercera, numeral 3.1.1, apartado IV del 

Contrato de Compraventa (fojas 29); sin embargo, respecto al contrato, si 

se observa una modificación en la Cláusula Tercera, numeral 3.1.1, 

apartado IV que lo diferencia del compromiso, empero esta modificación 

no altera el objeto del contrato ni tampoco el montó pactado, además se 

puede observar la firma y huella digital de la denunciante al lado de dicha 

cláusula, el cual hace presumir que la denunciante conocía de esta 

modificación. 

 

En cuanto al peligro de la demora en la emisión del pronunciamiento, la 

Sra. Durand, si bien es cierto, ha indicado un posible perjuicio a su 

economía familiar al seguir pagando los intereses y un posible incremento 

en los intereses al no pagar la cuota mensual, esta no ha señalado que 

peligro podría significar ello para la eficacia de la resolución a emitir, esto 

es, que no ha demostrado que dichos perjuicios reflejan el riesgo que 

acarrearía la no adopción de la medida cautelar para la efectividad del 

pronunciamiento administrativo. 

 

Por último, respecto a la Adecuación, esta no se configuraría, debido a 

que es necesario que se cumpla con acreditar conjuntamente si hay 

verosimilitud del derecho y si la intervención es necesaria para evitar que 

el daño se torne en irreparable, puesto que, no habría razón para 

determinar si una medida es o no proporcional al daño cuando no hay una 

apariencia de derecho y no hay un peligro en la demora del procedimiento. 

 

Respuesta al problema jurídico 1: ¿Fueron arbitrarias las decisiones del 

Secretario Técnico y de la Comisión de Protección al Consumidor el no 

pronunciarse respecto a la medida cautelar? 

 

Como se ha ido analizando, la medida cautelar solicitada por la Sra. 

Durand no cumplía con los presupuestos para su otorgamiento, por lo que, 

en caso hubiera habido un pronunciamiento desfavorable, esta hubiera 

estado correctamente fundamentada; sin embargo, es también cierto que, 
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el consumidor al solicitar una medida cautelar, lo que busca es una 

respuesta rápida, ya sea positiva o negativa, por parte del órgano 

administrativo, hecho que no ocurrió en el presente caso, puesto que se 

dejó que dicha solicitud se tramitara junto con el procedimiento principal, 

desnaturalizando la razón de ser de la medida cautelar. 

 

En tal sentido, considero que sí hubo una actuación arbitraria por parte 

del Secretario Técnico, en tanto que no realizó las acciones necesarias, 

ya sea de rechazar, de conceder provisionalmente, de admitir a trámite 

y/o de remitir a la Comisión, la solicitud de la Sra. Durand para su 

pronunciamiento; más no considero que la Comisión de Protección al 

Consumidor haya actuado de esa forma, en tanto que, con la emisión de 

la Resolución Final Nº 1207-2018/CC2, ya se había pronunciado sobre el 

fondo, conforme lo señala el artículo 186.1º de la Ley de Procedimiento 

Administrativo General, por lo que habría puesto fin al procedimiento, de 

acuerdo al artículo 146.3º de la acotada norma, razón por la cual, en esa 

etapa del procedimiento carecía de objeto pronunciarse sobre ello. 

 

2. Resolución que admite a trámite la Denuncia  

 

Como ya se ha expuesto anteriormente, la Sra. Durand denuncio a 

Menorca, primero, por haber pretendido cobrar los intereses del periodo 

de gracia comprendido entre el lapso de tiempo de la suscripción del 

compromiso y el pago del saldo del precio de venta sin haberle informado 

de ello, y segundo, por haber incluido en el Contrato de Compraventa la 

Cláusula Tercera punto 3.1.1 referida a la solicitud que habría presentado 

respecto a la forma de pago del saldo restante entre el lapso de tiempo de 

la suscripción del Compromiso de Compraventa y el pago del saldo del 

precio de venta, pese a que no lo solicito. 

 

Ante ello, el Secretario Técnico, luego de analizada la denuncia, mediante 

la Resolución de fecha 21 de diciembre de 2017, la admitió a trámite, 

calificando los hechos no solo como afectaciones a los artículos 1º 

numeral 1.1., literal b), 2º numerales 2.1 y 2.2. del Código de Protección y 

Defensa del Consumidor, sino también como afectaciones a los artículos 

18º y 19º del acotado código, debido a que los hechos implicarían 

afectaciones a la expectativa de la denunciante, quien no habría 

encontrado una correspondencia entre lo que esperaba recibir de parte 

del proveedor denunciado y lo que realmente recibió. 

 

Respecto a los requisitos para la admisión, el Texto Único de 

Procedimientos Administrativos de la Comisión de Protección al 

Consumidor ha señalado que la denuncia debe cumplir con consignar: (i) 

el nombre o DNI del denunciante, su domicilio real y procesal si desea 
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recibir las notificaciones en un domicilio distinto al real, su dirección del 

correo electrónico y teléfono, (ii) el nombre, razón social y domicilio del 

proveedor del bien o servicio, (iii) la expresión concreta de lo pedido, los 

fundamentos claros y precisos de hecho que lo apoyen, y cuando le sea 

posible los de derecho, especificando el bien o servicio por el cual se 

denuncia, haciendo expresa referencia a la fecha del hecho infractor 

denunciado, (iv) presentación u ofrecimiento de las pruebas que acrediten 

la infracción de la denuncia, (v) indicar las medidas correctivas que 

solicita, precisando si es que también solicita el pago de costas y costos 

del procedimiento, y (vi) la identificación de reincidencia, si se conoce. 

 

En tal sentido, considero que la denuncia fue correctamente admitida, 

puesto que, del análisis conjunto de la denuncia y del escrito de noviembre 

de 2017, se tiene que la denunciante ha señalado correctamente sus 

datos personales, los datos del proveedor, el petitorio, los fundamentos 

de hecho y derecho, los medios de prueba que supuestamente acreditan 

la infracción, las medidas correctivas y la solicitud del pago de costas y 

costos. 

 

Respecto a la tipificación de las infracciones a los artículos 1º numeral 

1.1., literal b), 2º numerales 2.1 y 2.2., 18º y 19º del Código de Protección 

y Defensa al Consumidor: 

 

Antes de analizar las infracciones a los artículos mencionados, debo 

señalar que el presente caso versa sobre la contratación de un servicio, 

el cual es definido, de acuerdo al inciso 4 del artículo IV del TP del Código 

de Protección y Defensa al Consumidor, como “…cualquier actividad de 

prestación de servicios que se ofrece en el mercado…”, razón por la cual, 

el análisis de las infracciones se harán en base a este. 

 

Ahora bien, como se ha visto en la resolución que admite a trámite la 

denuncia, el Secretario Técnico ha calificado los hechos como presuntas 

infracciones al deber de idoneidad y al derecho de información de la 

denunciante. 

 

Como se ha expuesto en el problema jurídico 2, la Idoneidad está referida 

a la expectativa que tiene el Consumidor de recibir los productos o 

servicios en las condiciones ofrecidas y acordadas, de acuerdo a la 

publicidad e información recibida por el Proveedor; mientras que el 

Derecho a la Información se refiere al derecho que tiene todo Consumidor 

de obtener del proveedor información relevante para la toma de decisión. 

 

En tal sentido, cuando se habla del deber de idoneidad, tal como lo señala 

Leonel Pérez Aguilar, se habla pues de “…la obligación general de todo 
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proveedor de cumplir con los ofrecimientos efectuados al consumidor y 

con las expectativas de este, con respecto a la calidad, uso, duración, 

origen, contenido y demás características de los productos o del servicio 

contratado”9, en otras palabras, se habla de la obligación del proveedor 

de entregar el producto o servicio de acuerdo con los ofrecimientos y 

expectativas pactadas con el consumidor; en cambio, cuando hablamos 

del Derecho de Información del consumidor, nos remitimos 

inmediatamente al deber de información del proveedor, el cual está 

referido a la obligación del proveedor de ofrecerle al consumidor toda la 

información relevante para tomar una decisión o realizar una elección 

adecuada de consumo. 

 

En el presente caso, de acuerdo a lo vertido en la denuncia y de lo 

señalado en el escrito de descargo de Menorca, está probado que la Sra. 

Durand supo desde un inicio que tenía que pagar 84 cuotas de US$ 

685.94 para poder adquirir el bien inmueble de 120 mtrs2 ubicado en 

Carabayllo, el cual podía comenzar a pagar desde el 01 de febrero de 

2016; lo que no sabía, era que si pagaba a partir del 01 de febrero de 2016 

tenía que pagar intereses por el periodo de gracia. 

 

Como se sabe, en el tipo de servicio prestado por Menorca, es decir, el de 

financiamiento, para que un consumidor se anime a adquirir el servicio, el 

proveedor debe darle toda la información que necesite, especialmente las 

relacionadas a los costos, los pagos, las cuotas, los intereses y los 

beneficios; dicha información debe ser veraz, suficiente, apropiada y 

transparente, de tal forma que le genere y le permita al consumidor 

conocer sus derechos y obligaciones, así como prever posibles 

contingencias y planear determinadas conductas. 

 

En tal sentido, podemos decir que Menorca no informó respecto al 

concepto de interés que estaba cobrando o que iba a cobrarle a la Sra. 

Durand, evitando que tome una correcta elección de consumo; sin 

embargo, no podemos hablar de una falta de correspondencia entre lo 

que un consumidor espera y lo que efectivamente recibe, puesto que la 

Sra. Durand supo en todo momento que tenía que pagar un monto 

mensual para poder obtener el bien inmueble de 120 mtrs2 ubicado en 

Carabayllo. 

 

                                                           
9 PEREZ AGUILAR, Leonel (2018). “Análisis del Deber de Idoneidad en la calidad del Servicio del Transporte 
Público urbano en la Provincia de Chiclayo” (Tesis para Optar el Título de Abogado). Universidad Señor de 
Sipán, Lambayeque, p. 53. Recuperado de: 
http://repositorio.uss.edu.pe/bitstream/handle/uss/5306/Perez%20Aguilar%20Leonel.pdf?sequence=1
&isAllowed=y. Fecha de Visita: 01 de octubre de 2020  

http://repositorio.uss.edu.pe/bitstream/handle/uss/5306/Perez%20Aguilar%20Leonel.pdf?sequence=1&isAllowed=y
http://repositorio.uss.edu.pe/bitstream/handle/uss/5306/Perez%20Aguilar%20Leonel.pdf?sequence=1&isAllowed=y
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Siendo ello así, considero que la calificación provisional de los hechos por 

parte del Secretario Técnico, al momento de admitir a trámite la denuncia, 

es inapropiada, en tanto que, lo que denuncia la Sra. Durand es 

justamente que no se le brindo la información respecto a los intereses 

generados en el periodo de gracia, lo que implica que no se le habría dado 

la información necesaria para tomar una adecuada decisión de consumo.  

 

3. Resolución Final Nº 1207-2018/CC2 de la Comisión de Protección al 

Consumidor Nº 02 

 

El 01 de junio de 2018 la Comisión de Protección del Consumidor, 

mediante Resolución Final Nº 1207-2018/CC2, declaró fundada la 

denuncia de la Sra. Durand por infracción de los artículos 18º y 19º del 

Código de Protección y Defensa del Consumidor, ordenándole a Menorca, 

entre otros, cumplir con devolver a la Sra. Durand lo abonado por 

concepto de intereses por el periodo de gracia y reestructurar las cuotas 

pendientes de pago, excluyendo de ellos el cobro de los mencionados 

intereses. 

 

Análisis sobre la imputación de los cargos: 

 

Como se sabe, los hechos materia del presente procedimiento versan 

principalmente sobre la pretensión de Menorca de querer cobrarle a la 

Sra. Durand intereses por el periodo de gracia generado entre la 

suscripción del Compromiso de Compraventa y el primer pago del saldo 

del precio de venta, sin haberle informado al respecto. 

 

La Comisión, en base a ello, señaló que el hecho materia de la 

controversia involucraría principalmente una afectación a la idoneidad del 

servicio y no al Derecho a la Información del Consumidor, razón por la 

cual basó su pronunciamiento en función a los artículos 18º y 19º del 

Código de Defensa y Protección al Consumidor. 

 

En este punto, surge nuevamente la discusión sobre la calificación de los 

hechos materia de controversia, en el sentido, de saber si el análisis se 

debió hacer en base a la infracción al deber de idoneidad o en base a la 

infracción al Derecho de Información del Consumidor. 

 

Para complementar mi posición anteriormente expuesta y así dilucidar la 

indicada discusión, debo plantear las siguientes preguntas: ¿Qué 

obligación supuestamente habría infringido Menorca? ¿La obligación de 

cumplir con los ofrecimientos y expectativas pactadas por el Consumidor 

o la obligación de ofrecerle al consumidor toda la información relevante 

para realizar una elección de consumo adecuada? 
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Del estudio de los medios probatorios aportados por la Sra. Durand, 

específicamente el formato de propaganda, de las propuestas de 

financiamiento, del compromiso de compraventa y del contrato de 

compraventa, se puede observar que Menorca si habría cumplido con lo 

ofertado (ofrecimientos y expectativas), al haberle vendido a la 

denunciante un terreno de 120 mtrs2 en Carabayllo a un costo de US$ 

39,228.00, financiados en 84 letras de US$ 685.94 cada una, de acuerdo 

a lo negociado; empero, situación distinta es la comunicación de los 

intereses del periodo de gracia, dado que, del análisis de las propuestas 

de financiamiento, de la Solicitud de Financiamiento Nº 000486 del 17 de 

junio de 2015, de la Constancia de Reserva Nº 001263, del Anexo Nº 01 

del Compromiso de Compraventa y del cronograma de pagos, se tiene 

que Menorca nunca informó que esta generaba intereses compensatorios 

sino hasta el contrato de compraventa, pese a que este tenía la obligación 

de informarlo.  

 

Efectivamente, Menorca, como empresa financiera, de acuerdo al artículo 

73.3º literal a) del Código de Protección y Defensa al Consumidor, tiene 

la obligación de “…informar previa y detalladamente e incorporar en una 

hoja resumen con la firma del proveedor y del cliente (…) el monto de 

intereses y las tasas de interés aplicables…”; en otras palabras, tiene “…el 

deber de informar en forma detallada, clara, explícita y comprensible 

(cognoscibilidad objetiva), sobre el monto de las tasas de interés 

compensatorio y moratorio, comisiones y gastos asociados a los 

productos y servicios que ofrezcan a los consumidores…”10, para una 

elección optima del tipo de servicio que desea adquirir. 

 

Respuesta al Problema Jurídico 2: ¿Es correcta la tipificación de la 

infracción realizada por la Comisión de Protección al Consumidor en la 

Resolución Final Nº 1207-2018/CC2? 

 

Es incorrecta, puesto que, la Comisión no tomó en cuenta que los hechos 

materia del presente procedimiento tratan de la falta de comunicación del 

monto de interés por el periodo de gracia a la Sra. Durand, en el sentido, 

de que Menorca nunca le informó que el periodo de gracia entre la 

suscripción del compromiso y el primer pago del saldo del precio de venta 

generaba interés compensatorio. 

 

                                                           
10 VILELA CARBAJAL, Jorge. “El Derecho a la Información en la Protección al Consumidor”. Especial 
Referencia a la Contratación Bancaria”. P. 6. Recuperado de: 
http://revistas.pucp.edu.pe/index.php/derechoysociedad/article/view/13335/13962. Fecha de Visita: 25 
de septiembre de 2020. 

http://revistas.pucp.edu.pe/index.php/derechoysociedad/article/view/13335/13962
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4. Resolución N° 0302-2019/SPC-INDECOPI de la Sala Especializada de 

Protección al Consumidor 

 

A raíz de la apelación presentada por Menorca con fecha 25 de julio de 

2018, el 04 de febrero de 2019, la Sala Especializada en Protección al 

Consumidor, como segunda instancia del procedimiento, mediante 

Resolución N° 0302-2019/SPC-INDECOPI, recovó la Resolución Final Nº 

1207-2018/CC2 emitida por la Comisión de Protección al Consumidor Nº 

02, en todos sus extremos, al considerar que si le correspondía a la 

denunciada cobrar intereses por el periodo de gracia y que no se había 

consignado un hecho ajeno en la Cláusula Tercera del Contrato de 

Compraventa. 

 

Sobre el extremo que declaró infundada la denuncia respecto al cobro de 

intereses por el periodo de gracia: 

 

La Sala, específicamente en su considerando 13, ha señalado como 

fundamento para revocar dicho extremo de la resolución de la Comisión, 

que la Sra. Durand no había acreditado con ningún medio probatorio que 

Menorca le había dicho que el periodo de gracia no le generaba intereses. 

 

Del análisis de la denuncia y la absolución de la apelación, se tiene que 

la Sra. Durand, en todo momento, señalo que Menorca “no le había 

informado” que el periodo de gracia generaba intereses compensatorios, 

más nunca dijo que “Menorca le había dicho que el periodo de gracia 

no generaba intereses compensatorios”.  

 

De acuerdo al principio de verdad material, plasmado en el inc. 1.11 del 

artículo IV de la Ley de Procedimiento Administrativo General, en todo 

procedimiento administrativo “…la autoridad administrativa competente 

deberá verificar plenamente los hechos que sirven de motivo a sus 

decisiones…”.  

 

La Sala, al revocar la resolución de la Comisión en el extremo indicado, lo 

habría hecho en contra del Principio arriba señalado, al haber basado su 

fundamento sin verificar los hechos vertidos por la denunciante ni los 

medios probatorios, cuyo fin, era probar que Menorca no le había 

informado que el periodo de gracia generaba intereses, más no probar 

que le había dicho que el periodo de gracia no generaba intereses 

compensatorios. 

 

Sobre el extremo que declaró infundada la denuncia respecto a la 

inclusión de un hecho ajeno al pactado: 
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La Sala ha señalado en este extremo, que la Cláusula Tercera punto 3.1.1 

contemplaba dos posibilidades de pago distintas; por un lado, el 

financiamiento sin intereses de la cuota inicial y, por otro lado, que el pago 

del saldo con financiamiento contara con un periodo de gracia que 

permitía retrasar el inicio del pago de la primera cuota; en tal sentido, 

agrega la Sala, la mencionada clausula no expresaba que la denunciante 

haya optado por ambas facilidades, puesto que entre ambas propuestas 

se incluyeron las conjunciones “y/o”, habiendo elegido la denunciante la 

segunda opción al pagar el integro de la cuota inicial. 

 

Sobre el particular, coincido con la Sala, en tanto que, de la lectura de la 

mencionada Cláusula, se desprende que esta está referida a dos 

opciones de financiamiento con la conjunción “y/o”, que hace referencia a 

una opción u otra o ambas; en ese sentido, la Sra. Durand al haber 

cancelado la cuota inicial, había dejado sin efecto la primera opción de 

financiamiento. 

 

Sobre la carga de la Prueba en Segunda Instancia: 

 

Como se ha explicado en el Problema Jurídico 3, en un procedimiento 

administrativo de este tipo, la carga de la prueba primero la tiene el 

consumidor, quien al acreditar alguna infracción al Código, le traslada 

dicha carga al proveedor, quien deberá probar la existencia de una causa 

objetiva, justificada y no previsible que configure el rompimiento del nexo 

causal. 

 

En tal sentido, de acuerdo a la Resolución Final Nº 1207-2018/CC2, la 

Sra. Durand habría comprobado, a través de ciertos documentos 

probatorios, esto es, del Compromiso de Compraventa, del Anexo Nº 01 

del Compromiso, de la Solicitud de Financiamiento Nº 000486, del Estado 

de Cuenta y del Contrato de Compraventa, que Menorca había pretendido 

cobrarle intereses por el periodo de gracia y que habría incluido un hecho 

ajeno en la Cláusula Tercera del Contrato de Compraventa; sin embargo, 

dada la calificación de los hechos, estos medios probatorios ¿realmente 

habrían acreditado la infracción al deber de idoneidad sí, de acuerdo a la 

Sala, la denunciante no había presentado medio de prueba alguno que 

acredite sus afirmaciones?, en tal sentido, ¿realmente Menorca tenía que 

probar la existencia de una causa que lo exima de responsabilidad? 

 

Como se sabe, la Sra. Durand en todo momento señaló que Menorca no 

le había informado de los intereses por el periodo de gracia generado 

entre la suscripción del compromiso de compraventa y el primer pago del 

precio de venta y que habría incluido en la cláusula tercera del contrato 

una forma de pago que ella no había solicitado; anexando como medios 
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de prueba el formado de propaganda, el formato impreso otorgado por el 

vendedor Bratzo Posovac, la Solicitud de Financiamiento Nº 000486, el 

depósito de US$ 9,807.00, el cronograma de pagos, el compromiso de 

compraventa, el Anexo Nº 01, el Contrato de Compraventa, el Estado de 

Cuenta, la Carta Notarial de 24 de julio de 2017 y la Carta Notarial de 

respuesta de Menorca de fecha 25 de agosto de 2017. 

 

Sin embargo, Menorca argumentó, entre otros , que la Sra. Durand tenía 

conocimiento desde la Solicitud de Financiamiento, en donde la empresa 

le había brindado opciones de facilidades para el pago del inmueble, que 

debía pagar intereses compensatorios por el periodo de gracia;  además, 

sostuvo que la Cláusula Tercera numeral 3.1.1, no se trataba de una 

inclusión ni de un término nuevo que no haya estado contemplado desde 

el inicio de la relación contractual, sino que es una forma de explicar más 

clara respecto de la estructura económica; por lo demás, señala que la 

Señora Durand, como consumidora diligente y responsable, debió leer el 

documento en donde constaban las obligaciones que se estaban 

asumiendo. 

 

En efecto, de la evaluación conjunta de los citados medios de prueba, se 

puede observar que la denunciante desde la Solicitud de Financiamiento 

tuvo conocimiento del valor de cada cuota, tanto de la cuota inicial como 

de las cuotas del saldo del precio de venta, en la cual se incluían los 

intereses compensatorios, no especificados hasta el contrato de 

compraventa, de acuerdo a la opción que eligió, de tal forma que, al 

cancelar la cuota inicial en su totalidad y al aceptar el pago de 84 cuotas 

mensuales de US$ 685.94, esta estaría aceptando el financiamiento de 

Menorca y la opción de pago del saldo del precio de venta presentada por 

este.  

 

Por lo expuesto, y en respuesta a las preguntas arriba señaladas, 

considero que la carga de la prueba no se llegó a trasladar al proveedor, 

dado que la consumidora no llegó a probar que existía una falta de 

correspondencia entre lo que esperaba y lo que efectivamente recibió, 

puesto que en todo momento la Señora Durand supo que tenía que pagar 

una cuota mensual de US$ 685.94 para poder adquirir el bien inmueble 

de 120 mtrs2 ubicado en Carabayllo, no pudiendo alegar que no tenía 

conocimiento de ello y que además esto le cause perjuicio económico, 

puesto que se entiende que al aceptar dichas cuotas mensuales, esta 

estaba en la posibilidad de pagarlo; caso contrario sería si se le hubiera 

imputado una infracción al Derecho de Información al Consumidor, puesto 

que, como se ha explicado en títulos anteriores, Menorca no informó 

respecto al concepto de interés que estaba cobrando o que iba a cobrarle 

a la Sra. Durand, evitando que tome una correcta elección de consumo. 
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Respuesta al Problema Jurídico 3: ¿La Sra. Durand logró acreditar la 

afectación al deber de Idoneidad? 

 

Considero que no, debido a que la Sra. Durand tenía conocimiento y 

estuvo de acuerdo con los montos a pagar ofrecidos por Menorca, 

habiendo este cumplido con lo ofrecido, conforme se puede apreciar en 

los diferentes documentos probatorios. 
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IV. CONCLUSIONES 

 

Del análisis realizado al expediente administrativo, se concluye: 

 

1. Que, en el expediente existen tres problemas jurídicos importantes, el 

primero, referido a la falta de pronunciamiento del Secretario Técnico y 

de la Comisión respecto a la medida cautelar presentada por la Sra. 

Durand; el segundo, referido a la calificación de los hechos como 

infracción al deber de idoneidad y no como infracción al Derecho a la 

Información al Consumidor; y, tercero, a la carga de la prueba. 

 

2. Que, las medidas cautelares son aquel mecanismo destinado a evitar que 

un daño se torne en irreparable debido al tiempo que pueda tomar el 

procedimiento; en tal sentido, para su adopción el solicitante deberá 

acreditar que hay verosimilitud del carácter ilegal del daño y un peligro de 

la demora en la emisión del pronunciamiento. 

 

3. Que, la Sra. Durand no fundamento correctamente su pedido de 

suspensión de los pagos de las cuotas mensuales, al no haber acreditado 

que existía verosimilitud del carácter ilegal del daño (no presento 

elementos suficientes de los cuales se podía apreciar que Menorca no 

había cumplido con la oferta) y que había un peligro de la demora en la 

emisión del pronunciamiento (no especifico que peligro podría significar 

sus argumentos para la eficacia de la resolución a emitir). 

 

4. Que, el Secretario Técnico actuó arbitrariamente al no emitir ningún tipo 

de pronunciamiento ni dar trámite a la medida cautelar presentada por la 

Sra. Durand; mientras que, la Comisión de Protección al Consumidor 

habría actuado acorde a los artículos 146.3º y 186.1º de la Ley de 

Procedimiento Administrativo General, al no pronunciarse sobre la 

medida cautelar, al haberse pronunciado sobre el fondo. 

 

5. Que, la denuncia fue correctamente admitida por el Secretario Técnico, 

al haber cumplido está con señalar los datos personales de la 

denunciante, los datos del proveedor, el petitorio, los fundamentos de 

hecho y derecho, los medios de prueba que supuestamente acreditan la 

infracción, las medidas correctivas y la solicitud del pago de costas y 

costos. 

 

6. Que, la calificación provisional de los hechos por parte del Secretario 

Técnico, al momento de admitir a trámite la denuncia, era inapropiada, 

en tanto que, lo que denuncia la Sra. Durand es que no se le habría 

brindado la información necesaria, respecto al cobro de los intereses, 

para tomar una adecuada decisión de consumo. 
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7. Que, la tipificación de la Infracción realizada por la Comisión de 

Protección al Consumidor es incorrecta, debido a que los hechos materia 

del presente procedimiento versan en la falta de comunicación del monto 

de interés por el periodo de gracia a la Sra. Durand, en el sentido, de que 

Menorca nunca le informó que el periodo de gracia entre la suscripción 

del compromiso y el primer pago del saldo del precio de venta generaba 

interés compensatorio. 

 

8. Que, la Sala Especializada en Protección al Consumidor habría infringido 

el principio de Verdad Material, al haber basado su fundamento, respecto 

a que “la Sra. Durand no ha probado que Menorca le había dicho que no 

le iba a cobrar intereses por el periodo de gracia”, sin verificar los hechos 

vertidos por la denunciante ni los medios probatorios ofrecidos, cuyo fin, 

era probar que Menorca no le había informado que el periodo de gracia 

generaba intereses, más no probar que le había dicho que el periodo de 

gracia no generaba intereses compensatorios. 

 

9. Que, Menorca no habría infringido el deber de idoneidad, debido a que la 

Sra. Durand tenía conocimiento y estuvo de acuerdo con los montos a 

pagar ofrecidos, habiendo el denunciado cumplido con lo ofrecido, 

conforme se puede apreciar en los diferentes documentos probatorios. 
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VI. ANEXOS 

 

Anexo 1: Denuncia de la Sra. Ana Aydee Durand Medrano 
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Anexo 2: Escrito de Cumplimiento de Requerimiento presentado por la Sra. 

Ana Aydee Durand Medrano 
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Anexo 3: Escrito de descargo presentado por Menorca Inversiones S.A.C 
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Anexo 4: Acta de Audiencia de Conciliación 
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Anexo 5: Resolución de Primera Instancia 
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Anexo 6: Resolución de Segunda Instancia 
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